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	DECISIÒN 
	CONCEDE LA TUTELA SOLICITADA 


Procede el despacho a decidir la presente acción de tutela interpuesta por el señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, quien actúa a través de apoderada judicial, contra la Administradora Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES, por considerar vulnerado los derechos fundamentales de petición, a la vida digna, a la seguridad social y al mínimo vital, con fundamento en los siguientes,
FUNDAMENTOS FÁCTICOS

Informa la accionante a través de apoderada judicial, que “en la actualidad se encuentra postrado en cama, tras sufrir una hemorragia cerebro craneana, por lo que lo diagnosticaron de “SECUELAS DE HEMORRAGIA INTRAENCEFALICA” y “ANGIOMA VENOSO” lo cual le causa sangrado cerebral lo cual lo tiene al borde de la muerte”; por lo que fue calificado por Medicina Laboral de COLPENSIONES con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013.

Así mismo, indica que el 6 de junio de 2014, solicitó ante la accionada, reconocimiento de PENSIÓN DE INVALIDEZ, al cumplir los requisitos, y a la fecha, pese a que han transcurrido más de 4 meses, no le han brindado respuesta sobre su solicitud, vulnerando con ellos sus derechos fundamentales.

DE LAS PETICIONES

Solicita se tutelen a su favor los derechos fundamentales y en consecuencia, se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES, para que le dé respuesta de fondo al derecho de petición presentado el 6 de junio de 2014.
TRÁMITE PROCESAL

Verificado el cumplimiento de los requisitos de que trata el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, fue admitida a trámite la presente acción de tutela por auto del 25 de noviembre de 2014, providencia en la que se ordenó notificar a la entidad accionada concediéndole el término de dos (2) días para que ejerciera su derecho de defensa. Visible a folio 9.

El 26 de noviembre de 2014, fue debidamente notificada la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES, según consta a folio 21, sin que la entidad accionada contestara la acción de tutela por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, se tendrán por ciertos los hechos narrados y se entrará a resolver de plano la presente acción de tutela, con las pruebas que fueron aportadas por el accionante.

Surtido el trámite de rigor, y de manera previa a decidir el Despacho realiza las siguientes,

CONSIDERACIONES

1.
Competencia.

El Juzgado es competente para conocer de la acción de la referencia, de acuerdo con lo señalado en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, en concordancia con lo dispuesto por el numeral 1° inciso 2° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. 

2. En cuanto  a la acción de la  tutela.

La Constitución Nacional ha consagrado derechos que se denominan “fundamentales”, y otros que no tienen esta índole, pero que en consideración a las circunstancias especiales de cada caso en particular, la Corte Constitucional podrá darle tal carácter para protegerlos a través de la Acción de Tutela.

Es pues la acción de tutela un medio para garantizar los derechos fundamentales constitucionales de las personas y es un mecanismo transitorio, en los eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable así el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, como lo consigna el artículo 8º del Decreto 2591 de 1991.

Con respecto a la acción de tutela, se ha previsto en el artículo 86 de la Carta Política Colombiana que:

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública…

…  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable…

…  La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave e indirectamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.”

El artículo 86 de la Constitución Nacional al instituir la acción de tutela para que pudiera reclamarse ante los jueces la defensa de los derechos constitucionales fundamentales, impone como condición de procedibilidad de ese mecanismo, que la afectada no disponga de otro medio de defensa judicial para obtener la protección del derecho, salvo el caso en que se pida su protección transitoria para evitar que se cause un perjuicio irremediable.
Al efecto, la acción de tutela no es un instrumento alternativo o sustitutivo de las acciones ordinarias que la Constitución Política y la Ley asignan a las distintas jurisdicciones según su especialidad, para que ellas dentro de su competencia definan si se han violado los derechos y resuelvan lo pertinente al caso, a fin de que cese la violación y aquellos se restablezcan. 

3.
De los derechos Invocados:
3.1.
El derecho a la seguridad social en la salud.

El derecho a la Seguridad Social, comprende el derecho a la salud, el cual se encuentra reconocido en normatividad internacional, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, promulgada el 10 de diciembre de 1948 (artículo 22)
, y el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, suscrito por Colombia y ratificado el 29 de noviembre de 1969 mediante la Ley 74 de 1998 (Preámbulo, artículo 9)
. 

A nivel interno, la Constitución Política en su artículo 48, consagra la seguridad social como un servicio público de carácter obligatorio que se garantizará y prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Igualmente, lo instituye como un derecho irrenunciable para todos los habitantes. 
3.2.
El derecho fundamental al mínimo vital.

Si bien nuestra Carta Política no consagra una definición expresa del derecho al mínimo vital, se tiene que la misma se ha venido dando por vía de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, y se le ha asemejado para todos los efectos, al derecho a la subsistencia, y se le ha relacionado íntimamente a derechos fundamentales como la vida, la salud, la seguridad social y el trabajo, en la medida que éstos, proporcionan un mínimo de condiciones materiales de subsistencia al individuo, y es deber del Estado garantizarlo y hacerlo efectivo, de acuerdo con el texto de la Carta. 

Sobre el tema, la alta Corporación, en Sentencia T-571 de Octubre 26 de 1992, con ponencia del Magistrado Dr. Jaime Sanín Greiffenstein, explicó:
“…El derecho al mínimo vital (es decir el derecho a la subsistencia) es consecuencia directa de los principios de dignidad humana y del estado social de derecho. Incluye tal derecho no sólo la facultad de neutralizar las situaciones violatorias de la dignidad humana, y de exigir asistencia y protección por parte de personas o grupos discriminados, marginados o en circunstancias de debilidad manifiesta (C.P. artículo 13), sino que, sobre todo pretende garantizar la igualdad de oportunidades en una sociedad que como la nuestra es injusta y desigual.

“Este derecho no otorga la facultad a todas las personas de exigir directamente y sin tener en cuenta las circunstancias especiales del caso una prestación económica del Estado. Aunque del análisis de los deberes sociales del Estado a que se refiere el artículo 2o de la Carta se desprende que el Estado está obligado a promover la igualdad real y efectiva frente a la distribución de los recursos económicos y las oportunidades, ello no será posible mientras no se den las circunstancias económicas, sociales y políticas necesarias, dentro de una realidad que como la colombiana no lo permite. Y especialmente cuando ella depende de la concreción de una serie de medidas, programas y reglamentaciones…”.

Y sobre el alcance de este derecho, se ha señalado, 
“La unidad normativa de la Constitución y su interpretación sistemática permiten vincular directamente las disposiciones que conforman la llamada “Constitución Económica” –Título XII del Régimen Económico y de la Hacienda Pública– con el principio fundamental del Estado social de derecho y la efectividad de los derechos constitucionales, en especial los derechos sociales, económicos y culturales (C.N., arts. 42 a 77). Existe una íntima relación entre el derecho a un mínimo vital y el compromiso institucional para garantizar el cubrimiento de las necesidades básicas insatisfechas (CN., arts. 324, 334, 350, 357, 366). 

“El carácter programático de las disposiciones económicas no es óbice para que el Estado desatienda sus deberes sociales cuando las necesidades básicas ya han sido cubiertas mediante el desarrollo de la infraestructura económica y social y, por lo tanto, se encuentre materialmente en capacidad de satisfacerlas, ya de manera general o particular. En estas circunstancias se concretiza la existencia de un derecho prestacional del sujeto para exigir del Estado el cumplimiento y la garantía efectiva de sus derechos sociales, económicos y culturales.

“…Por su parte, la Constitución colombiana no sólo acoge la noción de que la atención de las necesidades básicas satisface exigencias primarias de los seres humanos, sino que convierte ese cometido en prioridad del Estado y del ordenamiento. El concepto de “necesidades básicas insatisfechas” condiciona la apropiación y distribución de partidas presupuestales (C.N., art. 324) y del gasto público social (C.N., art. 350), constituyéndose en una finalidad social del Estado su satisfacción (C.N., art. 366), incluso mediante la concesión de subsidios para el pago de tarifas de servicios públicos domiciliarios (C.N., art. 368)…”
 (Negrillas del Despacho).

Y en cuanto a su afectación en materia pensional, ha dicho la Corte:

 “El mínimo vital se afecta cuando la pensión no se le paga oportunamente. Lo fundamental no es sobrevivir, lo fundamental es vivir con dignidad. Y, si no cancelan mesadas pensionales, el jubilado queda indefenso y en el presente caso si hay la subordinación que viabiliza la tutela.”

3.3.
El derecho de petición.

El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, no radica simplemente en que se tramiten las solicitudes respetuosas presentadas por las personas ante las autoridades en interés particular o colectivo sino que, por expresa exigencia de la norma superior, implica que el solicitante obtenga "pronta resolución".

En lo relativo al derecho de petición, la autoridad ante la cual se ejerce está obligada a resolver, pues, por contrapartida, el peticionario tiene la garantía constitucional de "obtener pronta resolución”.
Considera la Corte que el derecho de petición no tendría sentido si se entendiera que la autoridad ante quien se presenta una solicitud respetuosa cumple su obligación notificando o comunicando una respuesta apenas formal en la que no se resuelva sobre el asunto planteado. El derecho de petición lleva implícito un concepto de decisión material, real y verdadera, no apenas aparente. Por tanto, se viola cuando, a pesar de la oportunidad de la respuesta, en ésta se alude a temas diferentes de los planteados o se evade la determinación que el funcionario deba adoptar.

“El derecho de petición, debe entenderlo el juez de instancia, no se satisface con la respuesta del trámite interno que la accionada esta obligada a seguir. Casi que es un dato irrelevante para el interesado, máxime si se constituye en una negativa a su petición. La garantía de la que estamos hablando se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. Es que en el marco del derecho de petición, sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado.
 “Si ello es así, mucho más lesivo resulta para un particular padecer la demora en la respuesta, recibirla en algún momento tardío, pero en tonos vagos e imprecisos y además de todo, verse obligado a presentar una tutela para así provocar una “contestación”, que no respuesta, del demandado, al juez de tutela en explicación de su negligencia. Se reduce el derecho de petición a tan vago propósito?”(Cfr. T- 439 de 1998. M. P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa).
Asimismo la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-918 de 2009, reiteró los elementos que conforman el derecho de petición:
 

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.
 b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
 
(...)
 
g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
 
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.
(…)..
En los artículos 13 a 33 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), se regula el ejercicio del derecho de petición, y se señalan los requisitos mínimos que debe contener la solicitud, el término para resolverse por la entidad respectiva, entre otros aspectos.
El artículo 14 ibídem, aplicable al derecho de petición en interés particular, señala el término para resolver las peticiones que se formulen, así:

	“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.

	Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

	1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá, negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

	2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

	Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad deberá informar de inmediato, y en todo, caso antes del vencimiento del término señalado en la ley, esta circunstancia al interesado expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, el cual no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”


Pues si bien, el citado artículo fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-818-11 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena de 1o. de noviembre de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, el aparte tercero de la decisión expresa: “Conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso expida la Ley Estatutaria correspondiente”, situación bajo la cual  queda vigente la referida norma.”

3.3.1.
El derecho de petición en materia pensional.

Se han previsto a través de Leyes y Decretos, tratándose del tema de las pensiones, un lapso diferente para obtener la resolución de las solicitudes de pensión que efectúen los afiliados al sistema general de seguridad social en Pensiones.  Para ilustrar lo anterior, trae el Despacho a colación lo establecido por la H. Corte Constitucional, con ponencia del Magistrado MARCO GERARDO MONROY CABRA, en fallo T-434 de fecha, veintiocho (28) de abril de 2005, en el cual sentó:

“… 2. Plazos máximos para responder los derechos de petición en pensiones 
Respecto de los plazos con que cuentan las autoridades para responder los derechos de petición en pensiones, la Sentencia SU-975 de 2003[*], abordó las posibles situaciones que se pudieran presentar respecto a este tema. Al respeto dijo:
“6) Del anterior recuento jurisprudencial queda claro que los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones de reajuste pensional elevadas por servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la vulneración dlos derechos fundamentales de petición, son los siguientes:

(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración dlos derechos fundamentales de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social. Todos los mencionados plazos se aplican en materia de reajuste especial de pensiones como los pedidos en el presente proceso.” (Resaltos del Despacho).

Del mismo modo, la H. Corte Constitucional reiteró el término para resolver las solicitudes en pensiones, en la Sentencia T-077 del once (11) de febrero de 2010, con ponencia del Magistrado NILSON PINILLA PINILLA, así: 
“….En lo relacionado con solicitudes pensionales, la Corte ha indicado que existen tres términos distintos, los cuales transcurren a partir de la solicitud de reconocimiento de la pensión respectiva. Dichos períodos, también se aplican frente a solicitudes de reliquidación o reajuste especial de pensiones. Así, se ha establecido que existen los siguientes plazos:

 

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 
 
(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;
 (iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración dlos derechos fundamentales de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social. Todos los mencionados plazos se aplican en materia de reajuste especial de pensiones como los pedidos en el presente proceso.”. (Subrayado fuera de texto original).

De esta manera, podemos decir que, las entidades que hacen parte del Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, ya sean de carácter público o privado, cuentan con un término máximo de 6 meses para hacer efectivo el pago del derecho solicitado, el cual se concreta en el pago de la pensión respectiva, siempre que, en cada caso, se configuren los requisitos necesarios para acceder a la misma. 

El derecho de petición presentado por el accionante, es con el fin de que COLPENSIONES, resuelva de fondo su solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez, tras ser calificado con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013.
Con base en los anteriores planteamientos legales y jurisprudenciales pasará este despacho constitucional a efectuar el análisis del caso en concreto, con el fin de determinar si al señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, se le han vulnerado los derechos fundamentales que aduce conculcado por la accionada. 
DEL CASO EN CONCRETO
Problema jurídico. 

Corresponde en esta ocasión, determinar si la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante al no dar respuesta de fondo a la solicitud elevada el día 6 de junio de 2014, referente al reconocimiento de pensión de invalidez, tras ser diagnosticado de “SECUELAS DE HEMORRAGIA INTRAENCEFALICA” y “ANGIOMA VENOSO”; por lo que fue calificado por medicina laboral de Colpensiones con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013.
Para resolver el anterior cuestionamiento, se deberá emprender el análisis de las probanzas en la presente acción constitucional y las manifestaciones efectuadas por el accionante, ya que la entidad accionada no dio respuesta a la solicitud incoada en su contra, para luego concluir si al actor, se le han vulnerado los derechos fundamentales y la forma en que deben ser protegidos por la Juez Constitucional.

A continuación se relacionan las pruebas allegadas al proceso:
· Poder a favor de la Dra. MARGARITA EMILIA PUERTA PUERTA  (folio 2 a 3)
· Copia de respuesta de Colpensiones al momento de radicación solicitud con fecha 6 de junio de 2014 y radicado no. BZ2014_4446097-1410007  (folio 4)
· Copia de cédula del accionante                                                                     (folio 5)

· Copia de comunicación de dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral                                                                                        (folio 6 a 7).

Análisis del caso. 

El señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, según los hechos narrados en el libelo petitorio y de las pruebas aportadas en la tutela en referencia, el 6 de junio de 2014, elevó solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez, ante la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES, toda vez que, tras ser diagnosticado de “SECUELAS DE HEMORRAGIA INTRAENCEFALICA” y “ANGIOMA VENOSO” fue calificado por medicina laboral de Colpensiones con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013; y a la fecha haya sido resuelta de fondo su solicitud. 
Por su parte, la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES, si bien fue notificada, no contestó la acción de tutela, ni refutó las afirmaciones hechas por la accionante, por lo que se dará aplicación a la presunción de veracidad establecida en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, dando así por ciertos los hechos narrados en la respectiva demanda de tutela.
Sobre la presunción de veracidad en el trámite de la acción de tutela, la Corte Constitucional en Sentencia del 5 de junio de 2003, explicó que “…debe darse aplicación, primero, al principio constitucional de buena fe que se presume en todas las actuaciones que adelantan los particulares ante las autoridades y que en el caso, cobija la actuación judicial de la actora; y segundo, que dispone que si la entidad demandada no presenta informe sobre los hechos que motivan la acción de tutela estos deberán tenerse como ciertos. (…)”.
El artículo 155 de la Ley 1151 de 2007, creó la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES-, para que esta asuma los servicios de aseguramiento de pensiones de los afiliados al régimen de Prima Media con Prestación Definida, para lo cual determinó que el Gobierno en ejercicio de sus facultades constitucionales debería proceder a la liquidación de CAJANAL, CAPRECOM y el Instituto de Seguros Sociales.

Al respecto la Honorable Corte Constitucional en  sentencia C-376 del 23 de abril de 2008 señalo en relación con la liquidación del Instituto de Seguros Sociales: 

"Ahora bien, en relación con la liquidación del Instituto de Seguros Sociales en lo que a pensiones se refiere, existe otra razón para estimar que la necesidad detectada de suprimir esta entidad exigía que el legislador mismo decretara su liquidación, pues a pesar de que el numeral 15 del articulo 189 superior concede al Presidente de la República la facultad de ·suprimir o fusionar entidades u organismos administrativos", agrega que lo hará "de conformidad con la ley". En este punto debe recordarse que la Ley 790 de 2003, en su artículo 20 dispuso que en desarrollo del programa de renovación de la Administración Pública no se suprimiria, entre otras entidades, el Instituto de Seguros Sociales 
Por esta razón, el Gobierno Nacional requería de una nueva ley que, modificando lo dispuesto en la Ley anterior, decretara o autorizara la liquidación de dicho Instituto (...).
De conformidad con lo anterior, el Ministerio de la Protección Social mediante Decreto 2013 del 28 de septiembre de 2012 decidió suprimir y liquidar el Instituto de Seguros Sociales, otorgando un (1) año a partir de la fecha de vigencia del Decreto reseñado para tal fin, y en consecuencia, a través del Decreto 2011 del 28 de septiembre de 2012 emanado del Ministerio de Trabajo se ordenó el inicio de operaciones, a partir de la fecha en que se publicó este último Decreto, de la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES- como administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, el cual era administrado por el Instituto de Seguros Sociales.  

Por otra parte, el Decreto 2011 del 28 de septiembre de 2012 “por el cual se determina y reglamenta la entrada en operación de la Administradora Colombiana de Pensiones-Colpensiones, y se dictan otras disposiciones”:

“Artículo 3°. Operaciones de la Administradora Colombiana de Pensiones· COLPENSlONES. La Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES como administrador del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, deberá: 

1. Resolver las solicitudes de reconocimiento de derechos pensionales, incluyendo aquellas que habiendo sido presentadas ante el Instituto de Seguros Sociales ISS. o la Caja de Previsión Social de Comunicaciones -CAPRECOM, no se hubieren resuelto a la entrada en vigencia del presente Decreto, con excepción de lo dispuesto en el artículo 5° del mismo.” (Negrillas fuera de texto).
Si bien es cierto que la acción de tutela no es el medio adecuado para solicitar acreencias económicas, en el caso bajo estudio, se observa que la petición efectuada por el accionante, está dirigida a que la entidad accionada, le responda la solicitud referente al reconocimiento de pensión de invalidez a su favor.

De acuerdo con el acervo probatorio en el presente proceso, la entidad accionada no ha dado una respuesta de fondo, precisa y concreta a la petición del 6 de junio de 2014, elevada por JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA.
Así las cosas, mientras no se produzca un pronunciamiento expreso y de fondo frente a una solicitud, no se satisface el derecho de petición; la persona que activa el mecanismo del derecho de petición pretende que la administración le comunique una decisión que proporcione certeza sobre el mismo, y principalmente una respuesta de fondo acerca de lo pedido. 

Teniendo en cuenta lo anterior, y dando aplicación a la jurisprudencia constitucional referida en acápites precedentes, concluye esta judicatura que en este caso es procedente tutelar el derecho fundamental de petición en favor del señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, debido a que aún no ha recibido respuesta clara, precisa y de fondo a su petición presentada el 6 de junio de 2014, y desde la presentación han transcurrido seis (06) meses; por lo tanto, se hace imperativo amparar el derecho fundamental petición del actor, habida consideración del quebrantamiento señalado. 

Ahora bien, mediante el Auto No. 110 de 2013, la H. Corte, consideró ampliar el término otorgado Colpensiones para dar cumplimiento a las sentencias de tutelas, priorizando casos específicos y determinado tres grupos, en donde si el solicitante o tutelante se haya en el primer grupo, Colpensiones tendría hasta el 30 de agosto de 2013; si pertenece al segundo o tercer grupo, dicha entidad, tenía hasta el 31 de diciembre de 2013, para responder de fondo las actuaciones instauradas ante El ISS hoy en Liquidación; por lo cual el ISS en liquidación, contaba con tres (3) días para remitir el expediente a Colpensiones y en el caso de que la petición fuere presentada a Colpensiones, se seguirán las reglas jurisprudenciales corrientes sobre derecho de petición. 

Nuevamente, mediante el Auto No 320 de 2013, la Corte Constitucional, consideró casos en los que era procedente ampliar los términos para que Colpensiones resolviera las solicitudes presentadas ante el ISS hoy en Liquidación, y las presentadas directamente ante esa entidad; así mismo para que diera cumplimiento a las órdenes de tutela proferidas por los jueces constitucionales. 

Así, en principio se consideró que el plazo para responder las peticiones del GRUPO 1 (según clasificación del Auto 110 de 2013), cuando éstas fuera radicadas ante ISS sería únicamente hasta el 31 de diciembre de 2013; por su parte, las solicitudes de pensión radicadas directamente a Colpensiones deben ser resueltas inmediatamente. 

Ahora, frente a los demás trámites que adelanta la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, la Corte Constitucional fijó unos plazos perentorios, en los siguientes términos: 1 las solicitudes radicadas ante el ISS (i) responder a 28 de marzo de 2014, las peticiones de los GP2 y GP3, junto con las solicitudes de auxilios funerarios e indemnización sustitutiva de la pensión;(ii) responder a 31 de julio de 2014, las peticiones de incremento, reajuste o reliquidación pensional. 2. peticiones radicadas directamente ante Colpensiones:  (i) responder a 28 de marzo de 2014, las peticiones de auxilio funerario e indemnización sustitutiva de la pensión y; (ii) responder a 31 de julio de 2014, las peticiones de incremento, reajuste o reliquidación pensional. En todo caso “En relación con las solicitudes de incremento, reajuste o reliquidación pensional, la suspensión procederá siempre y cuando los peticionarios se encuentren recibiendo efectivamente el pago de una mesada pensional”.

Estos términos operantes frente a los siguientes trámites: (i) respuesta a solicitudes de reconocimiento prestacional o de información del estado del respectivo trámite; (ii) cumplimiento de sentencias; (iii) resolución de recursos administrativos; (iv) notificación de actos administrativos; (v) inclusión en nómina; (vi) pago efectivo de la prestación. 
Para el caso concreto entonces, teniendo en cuenta que la solicitud del actor, está dirigida a que Colpensiones resuelva de fondo la petición concerniente al reconocimiento de pensión de invalidez, y atendiendo a lo señalado por la Corte Constitucional en Autos 110 y 320 de 2013, y en acatamiento a los mismos, por ser éste un caso donde la petición se presentó directamente ante COLPENSIONES y en consideración al tema de que se tratal, la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, deberá dar respuesta a la solicitud en forma inmediata o en los términos jurisprudenciales fijados para fallos de tutela.

En consecuencia, se ordenará a la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, informe al señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, -si aún no lo ha hecho- la respuesta que amerita la petición elevada el 6 de junio de 2014, concerniente al reconocimiento de pensión de invalidez, tras ser calificado por medicina laboral de Colpensiones con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013; respuesta que será oportuna y debidamente notificada al accionante.
DECISIÓN

En mérito de lo anteriormente expuesto, EL JUZGADO DOCE ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la Ley,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR, a favor del señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, identificado con cédula de ciudadanía no. 15.534.584, quien actúa a través de apoderada, el derecho fundamental de petición, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES, que en el término cuarenta y ocho (48) horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, informe al señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, -si aún no lo ha hecho- la respuesta que amerita la petición elevada el 6 de junio de 2014, concerniente al reconocimiento de pensión de invalidez, tras ser calificado por medicina laboral de Colpensiones con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013; respuesta que será oportuna y debidamente notificada al accionante. De conformidad con la parte motiva.

TERCERO: El incumplimiento de las órdenes establecidas en la presente providencia acarrea las sanciones consagradas en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, por lo cual deberá informarse a este Despacho el cumplimiento de lo ordenado. (Artículo 27, Decreto 2591 de 1991).

CUARTO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 
QUINTO: ADVERTIR a las partes que la presente sentencia podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, sin perjuicio de su cumplimiento. 
SEXTO: ENVIAR esta acción a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN, en el evento de que no fuere impugnada (Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991).
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LEIDY JOHANA ARANGO BOLÍVAR

JUEZ 
Chaky

JUZGADO  DOCE ADMINISTRATIVO  ORAL DE MEDELLÍN
Calle 42 nro. 48-55 de Medellín 

Teléfono. 261-66-73

Medellín, nueve (09) de diciembre de dos mil catorce  (2014)
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COLPENSIONES.

Medellín.
Me permito notificarle el fallo de tutela en primera instancia proferido por esta dependencia judicial, el día 5 de diciembre hogaño, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, quien actúa a través de apoderado, contra COLPENSIONES.
A continuación se transcribe la parte resolutiva del fallo. 

“PRIMERO: TUTELAR, a favor del señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, identificado con cédula de ciudadanía no. 15.534.584, quien actúa a través de apoderada, el derecho fundamental de petición, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES, que en el término cuarenta y ocho (48) horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, informe al señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, -si aún no lo ha hecho- la respuesta que amerita la petición elevada el 6 de junio de 2014, concerniente al reconocimiento de pensión de invalidez, tras ser calificado por medicina laboral de Colpensiones con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013; respuesta que será oportuna y debidamente notificada al accionante. De conformidad con la parte motiva.

TERCERO: El incumplimiento de las órdenes establecidas en la presente providencia acarrea las sanciones consagradas en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, por lo cual deberá informarse a este Despacho el cumplimiento de lo ordenado. (Artículo 27, Decreto 2591 de 1991).

CUARTO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 

QUINTO: ADVERTIR a las partes que la presente sentencia podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, sin perjuicio de su cumplimiento. 

SEXTO: ENVIAR esta acción a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN, en el evento de que no fuere impugnada (Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991).”
Atentamente.
KAREN CHAVERRA ABADIA
Oficial Mayor
CHAKY

JUZGADO  DOCE ADMINISTRATIVO  ORAL DE MEDELLÍN
Calle 42 nro. 48-55 de Medellín 

Teléfono. 261-66-73

Señora:

MARGARITA EMILIA PUERTA PUERTA, como apoderada de JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA
Cll. 99  AA  No.   99E-72
Medellín
Radicado: 2014-01753
Telegrama  Nro. 780
Me permito notificarle el fallo en primera instancia proferido por esta dependencia judicial,  el día 5 de diciembre hogaño, dentro de la acción de tutela interpuesta por usted a través de apoderada, contra COLPENSIONES y como vinculado el ISS hoy en liquidación, mediante el cual se le concede el amparo constitucional solicitado. A continuación se le trascribe la parte resolutiva    “PRIMERO: TUTELAR, a favor del señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, identificado con cédula de ciudadanía no. 15.534.584, quien actúa a través de apoderada, el derecho fundamental de petición, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.      SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES, que en el término cuarenta y ocho (48) horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, informe al señor JAVIER EDDISON GUTIÉRREZ ZAPATA, -si aún no lo ha hecho- la respuesta que amerita la petición elevada el 6 de junio de 2014, concerniente al reconocimiento de pensión de invalidez, tras ser calificado por medicina laboral de Colpensiones con una pérdida de la capacidad laboral del 64.85%, con fecha de estructuración de la invalidez del 13 de febrero de 2013; respuesta que será oportuna y debidamente notificada al accionante. De conformidad con la parte motiva.  
TERCERO: El incumplimiento de las órdenes establecidas en la presente providencia acarrea las sanciones consagradas en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, por lo cual deberá informarse a este Despacho el cumplimiento de lo ordenado. (Artículo 27, Decreto 2591 de 1991).     CUARTO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito.      QUINTO: ADVERTIR a las partes que la presente sentencia podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, sin perjuicio de su cumplimiento.    SEXTO: ENVIAR esta acción a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN, en el evento de que no fuere impugnada (Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991).”
Atentamente
KAREN CHAVERRA ABADÍA
Oficial Mayor
CHAKY

� Art. 22: “Toda persona, en cuanto miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social”.


� Preámbulo: “Reconociendo que con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, en el disfrute de las libertades civiles y políticas, liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales”. 


Art. 9º: “Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social”.


� Corte Constitucional. Sentencia T-426, Junio 24 de 1992. Magistrado Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Corte Constitucional. Sentencia Y – 106 de 1998. Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
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